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Madrid, junio de 2008




A toda la CGT:

Con motivo de los EREs que están presentando las empresas a consecuencia del “paro-huelga  patronal” del transporte, siendo muchas las peticiones que estamos recibiendo para que redactemos Informes de Oposición y no habiendo posibilidad alguna de poder atenderlas todas, 
Adjuntamos Modelo de Informe de Oposición elaborado por el Gabinete Jurídico y Gabinete de Estudios que podemos usar para defendernos ante estos EREs.
Esperamos que os sea de la máxima ayuda. Salud.

José Manuel Poliz

Secretaría de Jurídica

EXPDTE. ADMINISTRATIVO _________/2008.

A LA CONSEJERÍA DE ______________________________________ DE LA COMUNIDAD DE ___________________
A LA DIRECCIÓN GENERAL DE TRABAJO DE LA COMUNIDAD DE __________________________________
DON/DOÑA, _________________________________, con DNI nº ______________________, en nombre y representación de la CONFEDERACIÓN GENERAL DEL TRABAJO (C.G.T.), con domicilio a efectos de notificación sito en C/ ____________ nº ______, _______, Código Postal __________, ____________, por medio de este escrito, comparece ante ese Organismo y, como mejor proceda en Derecho, DICE:

Que por medio del presente, habiendo tenido conocimiento respecto de la interposición de solicitud por parte de la empresa____________________, S.A/S.L., de expediente de regulación temporal de empleo, esta parte viene a comparecer en el mismo y a realizar las siguientes 

ALEGACIONES

PRIMERA.- Que se ha tenido conocimiento de la interposición de solicitud de expediente de regulación temporal de empleo, con base en los paros convocados por las patronales del sector del transporte, así como, por trabajadores autoempleados, convocados unas y otros, por Fenadismer, Confedetrans y Antid, al menos, que a esta parte le conste, pudiendo acreditarse en el momento oportuno todas las organizaciones y personas que hayan convocado a los referidos paros y bloqueos de carreteras.

Que a esta parte no le consta se haya instado ante la Dirección General de Trabajo, ni ante Organismo alguno de la autoridad laboral, cierre patronal de conformidad con lo establecido en la legislación vigente y de aplicación.
SEGUNDA.- Que entiende esta parte, en el presente supuesto no nos encontramos ni ante un caso fortuito ni ante un supuesto de fuerza mayor como se ha alegado por la empresa solicitante.
Así, el Código Civil establece en su artículo 1105, en atención a la liberación del cumplimiento de las obligaciones respecto de los supuestos de caso fortuito y fuerza mayor, “(…)nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse, o que, previstos, fueran inevitables”.

Que en tal sentido, la propia Jurisprudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha establecido, en sentencia de fecha 27 de Diciembre de 2001 para una empresa del sector del automóvil y en relación con la producción just in time, que no se podía admitir nos encontrásemos ante un supuesto de caso fortuito o fuerza mayor. Así, frente a la alegación de la propia empresa, se sostiene por el Tribunal Supremo “(…)Esta interpretación, que no compartió la Sala de instancia, ni hace suya el Ministerio Fiscal, tampoco puede compartirla esta Sala, y ello por las siguientes razones: 1) El acontecimiento que la empresa califica de fuerza mayor fue la huelga de transporte convocada a nivel del Estado español que fue conocida por la empresa con varios días de antelación que le permitieron movilizarse para el aprovisionamiento de los suministros necesarios para continuar la fabricación; y dicha huelga, así convocada y conocida, no puede considerarse como una caso de fuerza mayor, tanto si se considera desde el punto de vista tradicional como suceso imprevisto e inevitable, conforme a lo previsto en el art. 1105 CC ( LEG 1889, 27) , como si se considera como tal la circunstancia externa a la empresa o círculo del deudor de acuerdo con la doctrina más moderna, pues, en cualquier caso, como dijimos en nuestra sentencia de STS 22-12-1997 ( Rec.-1969/97 [ RJ 1998, 737] ) citando otras anteriores, la fuerza mayor se constituye por hechos «inevitables, insuperables e irresistibles». La empresa califica de fuerza mayor aquella huelga, pero en términos jurídicos dicha situación, dado el conocimiento previo de la misma, no puede calificarse como hecho constitutivo de fuerza mayor porque se trataba de un hecho conocido con antelación y por ello susceptible de ser remediado por la empresa, aunque en el caso de autos pudiera sostenerse que la empresa no puedo hacer frente a la misma a pesar de su diligencia en usar todo tipo de transportes para proveerse del material necesario para continuar la fabricación, y ello porque ya no fue solamente la huelga sino el sistema de organización y medios de la empresa los que concurrieron a hacer ineficaz el suministro adecuado” (las negritas son propias).

Pues bien, dicha argumentación, debe ser traída al presente supuesto, no sólo porque nos encontramos ante supuestos idénticos que los analizados por el Alto Tribunal, sino porque la referida doctrina respecto de la interpretación de supuestos de caso fortuito o fuerza mayor es unánime por el Tribunal Supremo, respecto de la exigencia de que el hecho fuera imprevisible e inevitable. En tal sentido invocar la Jurisprudencia de Sala Primera del Tribunal Supremo, que en el mismo sentido estableció en sentencia de fecha 18 de Diciembre de 2006 que “(…)el suceso en cuestión ni era imprevisible, ni inevitable, pues para que se pueda aplicar el art. 1105 del Código Civil requiérese que se trate de un hecho que no hubiere podido preverse o que previsto fuera inevitable y en el supuesto traído ahora a la censura casacional ni el incumplimiento de la entrega de los moldes se debió tan sólo a la existencia de un conflicto laboral que impidiese tal lícita exigencia, ni tal conflicto fue imprevisible ni inevitable” (negritas propias).

En el presente caso se habían anunciado los paros y cortes de carretera previamente, existen medios alternativos, como el transporte ferroviario, los paros no existen a la fecha presente, ni se puede establecer la existencia de causa de fuerza mayor o caso fortuito a futuro.

TERCERA.- Que la fuerza mayor alegada por la empresa, la supuesta carencia de suministros y piezas, no muestra sino el propio fraude social y jurídico, toda vez que ella misma, al igual que el resto de empresas de automoción, adoptaron los sistemas de trabajo de “justo a tiempo” al amparo de su poder de organización del trabajo para adaptar sistemas y recursos en base a conseguir un rendimiento productivo del trabajo suficiente en una economía competitiva.

Así y en base al principio legal del poder de organización del trabajo (ius variandi), se adoptaron los siguientes sistemas:
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De esta forma, se decide eliminar los stocks, reduciendo los costes al máximo y se llega a acuerdos con los proveedores que deben garantizar los suministros en tiempo ajustado a la necesidad de producción, la cual debería venir fijada por la demanda del mercado, no sólo local sino global o internacional, al mismo tiempo que se conciertan con los proveedores contratos a largo plazo para su contrato en exclusiva.

Este sistema, a elección voluntaria de las propias empresas fabricantes, y que se enmarca en el ámbito del poder de dirección de la empresa, se encuentra desarrollado desde la responsabilidad empresarial y el riesgo y ventura empresarial, ahora bien, la adopción de dichos sistemas de organización del trabajo y de producción, así como las formas organizativas de gestión de mano de obra, ya supusieron la eliminación de miles de puestos de trabajo ocupados en sistemas de almacenaje y transporte, utilizado en aquellos momentos la razón técnica y organizativa del artículo 51 ET para reducir los costes de producción (costes laborales, almacenaje, plantillas, etc.) para extinguir los contratos de estos trabajadores y maximizar beneficios.
Esta razón técnica y organizativa, fue aceptada, en su momento, por la Autoridad Laboral, la cual supuso un traspaso con cargo a los costes del erario público de las prestaciones contributivas y no contributivas de miles de trabajadores, subvencionando de esta manera, el beneficio privado de estas empresas, las cuales optimizaron sus dividendos, siguieron en el mercado y obtuvieron y obtienen importantes beneficios. En el presente momento, nos encontramos ante una nueva forma de trasladar costes a la sociedad, llevando a los trabajadores, que pierden su puesto de trabajo, y que de una u otra forma asumen los costes del mercado, a sufrir un traspaso total del riesgo y ventura empresarial de los empresarios a ellos mismos.
Si admitimos que el poder de dirección de la Empresa conlleva adaptar sus recursos por causas técnicas u organizativas u productivas y además admitimos que se encuentran amparados por la ley de proceder a introducir los sistemas de trabajo denominados en síntesis de justo a tiempo y, además, admitimos que miles de trabajadores salieron por la vía de los EREs, extinguiendo sus puestos de trabajo, no podemos por menos de exigir la existencia de previsión, de planes alternativos, por si en un momento determinado los proveedores que le suministran piezas o transportistas que las trasladan de un sitio a otro, deciden ejercer sus derechos fundamentales de interrumpir sus obligaciones contractuales por ejercitar su derecho a la huelga o cierre patronal o aún más, que en un momento dado decidan simplemente no cumplir su contrato de suministro de piezas o traslado de las mismas, aún fuera de cualquier legalidad (incumplimiento contractual, cierre patronal ilegal o cualquier otra modalidad).

CUARTA.- Que podemos encontrarnos ante un supuesto de fraude de ley, en el que, por medio de las referidas solicitudes se esté llevando a cabo una reordenación y reestructuración empresarial, a nivel de toda la empresa, y que se esté llevando a cabo una transferencia de costes al conjunto de la sociedad eludiendo de este modo las regulaciones legales y de competencia oportunas.

Que igualmente, esta parte entiende que se puede estar produciendo un fraude de ley en las informaciones y alegaciones sostenidas por la empresa, así como respecto de la información entregada a las diferentes representaciones de los trabajadores y del propio período de negociación y de las causas del expediente de regulación temporal de empleo.
Que esta parte viene a invocar sus derechos fundamentales, respecto de la carencia de información respecto del referido expediente instado por la empresa, así como respecto de los datos globales, conforme establece la legislación laboral vigente, por lo que hasta que no se haga entrega de la misma a esta parte, entendemos que no se pueden entender por cumplidos los deberes legales de información establecidos por la legislación vigente.

QUINTA.-  Que por medio del presente escrito, esta parte viene a solicitar se nos tenga como parte en el presente expediente conforme a lo regulado en el artículo 30 y siguientes de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como, por tener la condición de interesado conforme al artículo 31 de la referida norma legal, teniendo representación en los órganos de representación de los trabajadores de la referida empresa, así como, aún no teniéndolos, concurre la condición de sindicato representante de los intereses generales de los trabajadores, más allá de los de sus concretos afiliados, a los cuales obviamente representa, y dentro de los fines amparados por la Constitución española, en su artículo 7.

Y en virtud de todo lo anteriormente expuesto,

SOLICITO A ESE ORGANISMO, que a la vista de este escrito con las copias y documentos que lo acompañan, lo admita y, en su virtud, teniendo por realizadas las manifestaciones contendidas en el cuerpo del mismo, tenga a este sindicato como parte en el procedimiento de las referencias marginales, expediente de regulación temporal de empleo de la empresa _______________________, S.A./S.L., así como, acuerde remitir a este sindicato, toda la documentación aportada por la empresa, dándole traslado de todas las actuaciones que se produzcan en el seno del mismo, y se le tenga por opuesto a la solicitud empresarial, inadmitiendo la propia solicitud empresarial o, subsidiariamente, previos los trámites oportunos, acuerde desestimar la referida solicitud, por así proceder en Derecho.

En _______________, a día  _____de Junio de 2008.
OTROSÍ SOLICITO, que conforme establece el artículo 20 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, el órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente.
SOLICITO DE NUEVO, que teniendo por hechas las manifestaciones contenidas en el anterior otrosí, se tengan por realizadas a los efectos oportunos, por así proceder en Derecho.

En fecha y lugar “ut supra”.
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